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PROYECTO DE COMUNICACION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, disponga conmutaciones de penas como  lo habilita la Constitución Provincial, Capítulo III, Atribuciones del Poder Ejecutivo Artículo 72º, inciso 16.

Sr. Presidente.

La situación carcelaria en la República Argentina y en nuestra Provincia a través de las reiteradas crisis producidas, con el costo de vidas humanas  han puesto al descubierto la denigrante situación de las Instituciones Penitenciarias, vetustas, superpobladas y con evidencias claras de violaciones a los Derechos Humanos.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, resolvió el 4 de Mayo de 2005 un Recurso de Amparo correctivo  y colectivo pedido por una Organización no Gubernamental  Argentina de defensa de los Derechos Humanos, donde se pedía el respeto de Tratados Internacionales sobre las condiciones mínimas de detención y el otorgamiento de los beneficios de la excarcelación para los detenidos sin sentencia firme.

La sentencia de la Corte Suprema, refleja la notoria intervención del penalista Eugenio Zaffaroni  y el marco normativo que toma el Legislador Argentino cuándo dicta normas de procedimiento penal. El artículo 18º de la Constitución Nacional  de la República Argentina prescribe, que las cárceles deben ser sanas y limpias, no para castigo sino para seguridad de los reos y el artículo 75º inciso 22 que da jerarquía constitucional a los Tratados Internacionales de Derechos Humanos que ha suscripto la Republica Argentina. Se reconoce además, que si bien todo sometimiento a una institución totalizadora como la prisión tiene un contenido intrínseco aflictivo, está prohibida toda forma de agravamiento de las condiciones de detención.

Lo cierto es que la Estructura Penitenciaria Argentina muestra un grave distorsión institucional del Sistema Penal. Mas de 50.000 detenidos en las prisiones de todo el país, de los cuales 60% son procesados a la espera de sentencia. Siendo más de 10.000 los detenidos en comisarías y dependencias de Prefectura y Gendarmería. La superpoblación carcelaria no solamente lesiona Derechos Constitucionales, sino que dificulta la puesta en práctica de programas que ayuden a disminuir los altos niveles de reincidencia que se observa entre quienes pasaron por la cárcel.


Las ultimas reformas, destinadas a aumentar las penas de ciertos delitos y endurecer las condiciones de detención de los imputados a la espera del juicio, contribuyeron a desequilibrar la inestable situación de los penales, generando más escenarios de alta conflictividad.

Por otra parte, la inmensa mayoría de los detenidos  pertenecen a sectores excluídos de la sociedad, sobre los cuales los medios de comunicación, contribuyen en gran medida a configurar imágenes de la criminalidad, haciendo que el sustrato material y las condiciones socioeconómicas que originan las situaciones delictivas, terminen por convertirse en un fenómeno trivial y objeto de acaparamiento de audiencia, más que de análisis serio de la problemática social generadora de conductas delictuales.

Asimismo, la clase dirigente política, intenta convertir el problema de la inseguridad  en una mercancía electoral, usando promesas banales, que conducen a creer que con más penas y mayor rigor policial, se generará más paz y tranquilidad social.

En la Provincia, el Poder Ejecutivo, según  la Constitución Provincial, dentro del Capitulo III Atribuciones del Poder Ejecutivo artículo 72º inciso 16, dispone la facultad de indulto o conmutación de penas, impuestas dentro de la jurisdicción provincial, con informe previo de  la  Corte Suprema de Justicia….. “

La conmutación de penas  es en la práctica una pequeña reducción en los términos de la pena, que no significan la libertad inmediata del detenido, pero contribuyen simbólicamente a disminuir los latentes estados de tensión existentes en las cárceles, ya que conllevan esperanza y alivio, a la población carcelaria,

Por otra parte, los informes  previos, realizados con responsabilidad, evitan la posibilidad de errores en los que se incurrió en años anteriores al  otorgar las conmutaciones. Los detenidos, no deben ser rehenes de los errores cometidos por los funcionarios, que solo intervienen en el proceso tangencialmente, ya que entran en la consideración de conmutación de penas quienes observan buena conducta  dentro del ámbito penitenciario.

Es la exigencia de cumplir con un mandato constitucional, solo atribuíble al Poder Ejecutivo, por la que solicito a mis pares acompañen con su firma el presente Proyecto de Comunicación.

